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El contrato de obra desde una perspectiva pública, en la práctica, ha 
generado ciertos traumatismos en cuanto a su aplicabilidad, lo que en últimas 
termina entorpeciendo parte del crecimiento económico del país y conlleva a 
que múltiples construcciones de interés social se retrasen y generen grandes 
sobrecostos. 
 
Esto se debe en gran parte a la indebida interpretación que se efectúa sobre 
las normas que regulan este tipo de contratos, situación que también influye 
en la indebida aplicación de las leyes, pues existen vacíos jurídicos que 
oscurecen el entendimiento sobre la concepción de contratos de obra 
pública, aspecto que es fundamental para conocer sus características y 
hacer un uso adecuado de esta figura contractual. 
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En el presente artículo se estudian las diferentes nociones que nuestro 
ordenamiento jurídico ofrece para el contrato de obra pública, desde un 
enfoque dogmático, jurisprudencial y doctrinal, para, en consecuencia, 
proponer una definición de contrato de obra pública que sea claro al 
entendimiento y permita una adecuada interpretación para una correcta 
aplicabilidad de los postulados normativos que regulan este tipo de negocios 
jurídicos.  
 
Palabras clave  
 




The contract of public works from public perspective, in practice, has 
generated some trauma in terms of its applicability, which eventually ends up 
impeding part of the country's economic growth and leads to delaying multiple 
constructions of social interest and generating large excessive costs. 
 
This is due in large part to the inadequate interpretation that is made about 
the norms that regulate this type of contracts, a situation that also influences 
the inadequate regulatory application, since there are legal gaps that obscure 
the understanding of the conception of a contract of Public Works. An aspect 
that is essential to know its characteristics and make proper use of this 
contractual figure. 
 
In this article we study the different notions that our legal system offers for the 
contract of public works, from a dogmatic, jurisprudential and doctrinal 
approach, to, consequently, propose a definition of public works contract that 
is clear for understanding and allows an adequate interpretation for a correct 
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Actualmente uno de los problemas más grandes que afrontan los operadores 
jurídicos es ocasionado por la existencia de múltiples vacíos jurídicos 
presentes en nuestras normas, lo que cada vez es más frecuente debido a 
dos aspectos. 
 
Por una parte, responde a la costumbre que se ha arraigado en Colombia 
según la cual toda situación presentada en el país debe ser regulada por la 
ley, lo que ha llevado a una excesiva producción normativa que ha dificultado 
la labor interpretativa frente a los postulados legales.  
 
Esa excesiva producción normativa, en el caso específico de la contratación 
pública, la cual, tras el surgimiento de una nueva norma, se derogan otras o 
subsisten varias aplicables a un mismo caso en concreto, termina por 
dificultar la labor interpretativa de las personas, lo que en últimas afecta 
directamente a los ciudadanos, pues estos son los que perciben el actuar del 
Estado a través de sus contratos. En cuanto a esta problemática existente 
en la normatividad contractual del Estado, menciona RINCÓN (2012) que: 
 
En efecto, tanto en los aspectos puramente normativos como en los 
prácticos, encontramos que los instrumentos establecidos para 
regular el ejercicio de la actividad contractual del Estado conforman 
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una maraña de actividades que material y formalmente contribuyen, 
no solo a aumentar los niveles de corrupción, sino adicionalmente a 
la parálisis del sistema. De allí que podamos afirmar la existencia de 
una disfuncionalidad tanto normativa como operativa al interior de la 
contratación pública, que sin duda alguna redunda en una directa 
afectación al ciudadano como único destinatario de la actividad 
administrativa (pp. 322-323).  
 
El segundo aspecto se debe a la falta de claridad conceptual con las que son 
producidas la mayoría de las normas en Colombia, pues son aislados los 
casos en que el creador normativo se encarga de definir algunos aspectos 
de las leyes, que en ocasiones no son tan fáciles de interpretar, lo que ha 
conllevado a que los operadores jurídicos y las partes contractuales, en un 
contrato de obra pública, hagan una aplicación indebida de la normatividad 
que regula estos negocios que celebra el Estado, ocasionando un 
entorpecimiento en el normal desarrollo de la ejecución en las obras públicas 
contratadas, derivando también en mayores costos operativos y retrasando 
el crecimiento de la economía nacional, pues no cabe ninguna duda de que 
la construcción juega un papel muy importante dentro de esta, y también en 
el desarrollo de la sociedad.  
 
Al respecto, han mencionado ACEVEDO, VÁSQUEZ y RAMÍREZ (2012) que: 
 
La industria de la construcción es, sin duda, protagonista en el 
desarrollo de las sociedades, ya que es responsable directa de la 
creación de infraestructura de vivienda, transporte, instalaciones 
sanitarias, entre otros proyectos, en las que se gesta la cultura y el 
crecimiento económico de la humanidad. La verdadera influencia del 
sector en la economía mundial se aprecia en el hecho de que, en 
2007, generó 4.7 trillones de dólares (LANGDON, 2008), aportando el 
10% del PIB global y empleando a más de 111 millones de personas 
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(UNEP, 2009). Por lo general, el sector genera entre el 5 y el 10% 
de los empleos y aporta del 5% al 15% del PIB de un país (UNEP, 
2007), cifra que para Colombia fue del 5,8% en el 2009” (DANE, 
2009) (p. 106).  
 
Bajo este enfoque, debido a la importancia que tiene el correcto desarrollo 
de las prácticas de construcción en un país para fomentar el crecimiento 
económico colombiano, es necesario tener claro cuáles son las 
concepciones bajo las que debe interpretarse el contrato de obra pública, 
pues no cabe ninguna duda que el Estado es el principal promotor de la 
construcción a nivel nacional.  
 
Así las cosas, este artículo pretende un acercamiento conceptual a la noción 
de contrato de obra pública, para poder enmarcar una serie de parámetros 
y/o características que permitan entender con mayor claridad este tipo de 
actos jurídicos, buscando que los intérpretes de la norma tengan más 
claridad y precisión sobre la forma en que se concibe esta tipología de 
contratos estatales, y puedan llegar a interpretaciones jurídicas cargadas con 
un mayor grado de certeza. 
 
Para el desarrollo de este artículo se presenta la siguiente estructura: se 
estudiarán las nociones de jurisprudencia, doctrina y dogmática desde el 
ámbito jurídico; la importancia del contrato de obra pública bajo los principios 
del Estado social de derecho; la concepción etimológica del contrato de obra 
pública, y, por último, la concepción normativa, jurisprudencial y doctrinal de 
la noción de contrato de obra pública.  
 
1. CONCEPCIÓN ETIMOLÓGICA DEL CONTRATO DE OBRA PÚBLICA 
 
No es de extrañar que el contrato de obra pública encuentre sus orígenes en 
el antiguo imperio romano, pues es de amplio conocimiento que esta es la 
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cuna de todo el derecho en general, por lo cual la gran mayoría de 
ordenamientos jurídicos del mundo guardan estrecha similitud con las 
regulaciones legislativas de esta época. 
 
Teniendo esto claro, no cabe ninguna duda que para proponer una definición 
desde un punto de vista etimológico, es preciso acudir a las nociones que en 
la antigua Roma se tenían sobre el contrato de obra pública, para encontrar 
mayor claridad conceptual sobre el tema.  
 
Primero, es preciso aclarar que la etimología, para el caso en concreto se 
ceñirá a la denominada etimología popular, la cual, según expresa 
BALDINGER (1986) “(…) establece una motivación etimológica espontánea, 
subjetiva. No necesita ningún aparato científico. Procede por relación 
etimológica sincrónica” (p. 2). 
 
Teniendo esto en cuenta, se procederá a intentar proponer una definición 
etimológica de la noción de contrato de obra pública, para lo cual es 
pertinente acudir a las definiciones dadas por la Real Academia Española, 
las cuales nos ofrecen un acercamiento más preciso al origen de las palabras 
(desde la lengua madre latín que nació en Roma muchos años atrás). 
 
En cuanto a la palabra contrato, que viene del latín contractus, la RAE (2014) 
la define, de manera simple y llana, como un “Pacto o convenio, oral o escrito, 
entre partes que se obligan sobre materia o cosa determinada y a cuyo 
cumplimiento pueden ser compelidas” (párr. 1). 
 
De esta básica definición se pueden extraer tres elementos constitutivos de 
la definición de contrato, siendo el pacto propiamente dicho, entendido como 
la manifestación de la voluntad de las partes, la existencia de pluralidad de 




Ahora bien, en cuanto a la palabra obra, se encuentra que esta proviene del 
latín opĕra, la cual es entendida como aquella “Cosa hecha o producida por 
un agente” (RAE, 2014, párr. 1), sin embargo, no es la única definición que 
ofrece la RAE, pues, como se mencionó atrás, la significación de las palabras 
va variando y transformándose con el paso de los años y el cambio de las 
culturas.  
 
Otras de las definiciones que se ofrecen para entender la significación de la 
palabra obra, son “Edificio en construcción” (RAE, 2014, párr. 4), “Lugar 
donde se está construyendo algo, o arreglando el pavimento” (RAE, 2014, 
párr. 5), “Trabajo de albañilería que se hace en una casa” (RAE, 2014, párr. 
6), “Trabajo que cuesta, o tiempo que requiere, la ejecución de algo” (RAE, 
2014, párr. 8), y finalmente, también la define como la “Labor que tiene que 
hacer un artesano” (RAE, 2014, párr. 9). 
 
Todas las anteriores definiciones traídas a colación tienen un aspecto en 
común, y es la ejecución de una obra o la realización de algún trabajo, ya 
sea de construcción o de algún otro oficio. 
 
Por último encontramos que, frente a la definición de público, que viene del 
latín publĭcus, también se ofrecen una variedad de significaciones válidas, no 
obstante, la que más se acentúa a nuestro objeto de estudio es aquella que 
la entiende como algo “Perteneciente o relativo al Estado o a otra 
Administración” (RAE, 2014, párr. 3). 
 
Estos referentes conceptuales nos permiten tener más claridad en cuanto a 
la significación original de las palabras contrato, obra y público, con lo cual 
ya se puede proponer una definición construida con estos elementos. Sin 
embargo, es de resaltar que la RAE también ofrece la definición de ciertos 
lemas, que según se puede percibir, son aquellas definiciones que se dan a 




Así las cosas, encontramos que la RAE (2014) ofrece una noción sobre los 
contratos administrativos, entendiéndolos, desde el ámbito del derecho, 
como “contrato en que una de las partes es la Administración pública y tiene 
por objeto un servicio o actividad públicos” (párr. 4). 
 
Por otra parte, también bajo el lente del derecho, la RAE (2014) propone una 
definición de contrato de obra, mencionando que este es un “contrato que 
dura hasta la finalización de un trabajo determinado” (párr. 35). 
 
Ahora sí, teniendo presentes estas nociones, que se derivan de las palabras 
contractus, opĕra y publĭcus, que encuentran su origen en el latín, podemos 
aventurarnos a construir una noción propia de contrato de obra pública que 
responda a la significación original y verdadera de las palabras. 
 
Siendo así, el contrato de obra pública puede ser entendido como aquel 
pacto o acuerdo de voluntades celebrado entre la administración y una o más 
personas para la ejecución de una obra a favor de interés público, la cual 
está sujeta a cierta duración. 
 
Esta definición encuentra cierta similitud con la forma en que nuestro 
ordenamiento jurídico concibió el contrato de obra pública, sin embargo no 
hay una definición precisa y completa sobre la misma, por lo que es 
pertinente, ahora, analizar el marco normativo colombiano circunscrito al 
contrato de obra pública, para así establecer un concepto, ya no desde su 







2. IMPORTANCIA DEL CONTRATO DE OBRA PÚBLICA BAJO LOS 
PRINCIPIOS EN EL ESTADO SOCIAL DE DERECHO 
 
Como bien se sabe, una de las principales transiciones que tuvo nuestro 
ordenamiento jurídico se dio con la Constitución de 1991, con la cual se 
cambió toda la noción y los principios bajo los cuales se cimentaba nuestro 
Estado, pues se pasó de ser un Estado de derecho a un Estado social de 
derecho, el cual es definido, según PETRELLA (1996), citado por DURÁN 
(2001), como “(…) un sistema basado en un contrato social escrito y tácito 
que garantiza la seguridad social, individual y colectiva, que promueve la 
justicia social y que propone fórmulas eficaces de solidaridad entre los 
hombres y las generaciones” (p. 22). 
 
En relación a esos principios que buscaron, de cierta forma, una intervención 
por parte del Estado para garantizar unas condiciones óptimas para el 
desarrollo de la sociedad, se puede observar que en el Preámbulo de nuestra 
actual Constitución (1991) se establece que una de las finalidades esenciales 
del Estado colombiano es: 
 
(…) asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la 
justicia, la igualdad, la convivencia, el trabajo, la justicia, la 
igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco 
jurídico, democrático y participativo que garantice un orden político, 
económico y social justo (…) (Preámbulo de la Constitución Política 
de Colombia, 1991).  
 
Nótese cómo desde el Preámbulo que adoptó nuestra actual Carta Superior 
ya se puede vislumbrar la importancia que tiene para nuestra figura actual 
de Estado el velar porque existan buenas condiciones de vida para los 




Por otra parte, en el artículo 2° de nuestro compendio constitucional se 
consagra igualmente que “Son fines esenciales del Estado: servir a la 
comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de 
los principios derechos y deberes consagrados en la Constitución”, lo que 
refuerza la tesis según la cual es de vital importancia para nuestro actual 
Estado garantizar que el desarrollo económico y social se propicie de manera 
justa y solidaria.  
 
Ahora bien, la importancia que ostenta el contrato de obra pública dentro de 
esta dinámica propuesta por el nuevo Estado social de derecho radica 
precisamente en que, a través de este mecanismo contractual, se desarrollan 
en gran medida estos fines esenciales propuestos en nuestra Carta Magna, 
importancia que se ve reflejada en el hecho de que nuestra propia 
Constitución les impone la obligación a los diferentes entes territoriales de la 
Nación de generar y promover ese desarrollo económico y social a través de 
la construcción de obras públicas, pues en el artículo 311, atinente al régimen 
municipal, se menciona expresamente que: 
 
Al municipio como entidad fundamental de la división político-
administrativa del Estado le corresponde prestar los servicios 
públicos que determine la ley, construir las obras que demande el 
progreso local, ordenar el desarrollo de su territorio, promover la 
participación comunitaria, el mejoramiento social y cultural de 
sus habitantes (…) (resaltado fuera de texto original). 
 
Así las cosas, no cabe ninguna duda que la noción de Estado social de 
derecho es determinante para dar una definición de contrato de obra pública, 
debido a que esta siempre estará ceñida al interés que la misma tenga para 
la sociedad, pues, en cuanto al nexo que tiene este tipo de contrato con la 
satisfacción del interés general, expresan TREJOS y PÁEZ (2013) que este 
contrato “(…) tiene por objeto la satisfacción de intereses públicos mediante 
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la realización tangible o bien no tangible de una obra de carácter público (p. 
9).  
 
Ahora bien, en cuanto a la realización de esas obras, aunque públicas, no 
siempre son ejecutadas por constructoras o entidades de carácter estatal, 
sino que son efectuadas en su gran mayoría por empresas que pertenecen 
al sector privado.  
 
Al respecto, aludiendo a la concesión que hace el Estado a un tercero privado 
para ejecutar las obras, menciona SAYAGUÉS (2002), citado por CUÉLLAR y 
LUNA (2011) que, mediante estos contratos, “(…) la administración le encarga 
a una persona la construcción de una obra pública y la faculta temporalmente 
para cobrar determinadas sumas a quienes la utilicen como medio para 
financiar el costo de aquella” (p. 45).  
 
La anterior referencia podría decirse que alude principalmente a aquellas 
situaciones en las que el Estado construye obras a través de concesiones, 
verbigracia las viales, que la mayoría de las veces son construidas por 
empresas de carácter privado quienes cobran un peaje como medio para 
sufragar el costo de la construcción.  
 
Si bien la anterior figura contractual guarda ciertas diferencias con el contrato 
de obra, permite entrever el nivel de intervención que tienen los sujetos de 
derecho privado en la ejecución de obras de interés público, situación que, 
si bien es palmaria hoy en nuestros días, encuentra sus orígenes mucho 
antes de cobrar vida jurídica nuestro actual ordenamiento jurídico, más 
precisamente en la época del derecho romano. 
 
Así las cosas, resulta imperante efectuar un análisis normativo alrededor del 
contrato de obra pública, remitiéndonos también a nociones primigenias de 
las palabras, derivadas de nuestra lengua madre, el latín, las cuales son 
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proporcionadas por la Real Academia Española y nos permitirán construir, 
etimológicamente hablando, una concepción del contrato de obra pública, en 
aras de buscar una solución a los problemas interpretativos que en la 
práctica se generan, el cual cada día aumenta debido a la gran proliferación 
normativa del sector contractual público. 
 
3. APROXIMACIÓN DEL CONTRATO DE OBRA PÚBLICA DESDE LOS 
SISTEMAS DE INTERPRETACIÓN JURÍDICA PARA LA 
CONSTRUCCIÓN DE UN CONCEPTO DE CONTRATO DE OBRA 
PÚBLICA 
 
Dado que para el establecimiento de un significado adecuado sobre la noción 
de contrato de obra pública es necesario acudir a la dogmática, la 
jurisprudencia y la doctrina que al respecto se haya esbozado, es pertinente 
antes precisar en qué consiste cada una de estas terminologías.  
 
Como bien se sabe la jurisprudencia es una de las fuentes del derecho 
colombiano, la cual según la RAE (2014) es entendida como un “Conjunto 
de las sentencias de los tribunales, y doctrina que contienen” (párr. 1). 
 
Por otra parte, TORRES (2008) define a la jurisprudencia en los siguientes 
términos:  
 
La jurisprudencia, denominada también precedente judicial, stare 
decises, doctrina jurisprudencial, sentencia normativa, criterio 
jurisprudencial, es la decisión del más alto tribunal de un país que, 
al resolver un caso concreto, establece un principio o doctrina 
jurídica vinculante para el propio tribunal supremo y para todos los 
órganos jurisprudenciales inferiores, mientras no sea derogada o 
modificada por resolución debidamente motivada del propio tribunal 
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supremo. Así se entiende a la jurisprudencia tanto en el sistema 
romano germánico como en el anglosajón (p. 225). 
 
La doctrina es definida por la RAE (2014) como un “Conjunto de ideas u 
opiniones religiosas, filosóficas, políticas, etc., sustentadas por una persona 
o grupo” (párr. 3).  
 
Desde un punto de vista jurídico, menciona BUSTAMANTE (s.f.) que:  
 
La doctrina tiene un rol de anticipación en la previsión y 
funcionamiento de las leyes, en la proyección de sus alcances y en 
el pronóstico de su vigencia, aplicación y funcionamiento. Por ello 
tiene importancia y es necesario trabajar en la formulación de 
fundamentos doctrinales en el campo del Derecho Social (p. 87). 
 
Así las cosas, podemos entender por doctrina, desde una concepción  
jurídica, como aquella fuente auxiliar del derecho que está compuesta por el 
cúmulo de trabajos académicos y/o científicos que un grupo de personas 
hayan trazado sobre el mismo tema, el cual permite analizar y a la vez 
entender el alcance de las normas, sus funciones, ámbitos de competencia, 
entre otros aspectos.  
 
La dogmática, desde una concepción jurídica, busca el establecimiento de 
veracidades partiendo del análisis de nuestro sistema jurídico, no desde un 
método exegético, sino teniendo en cuenta todo el conglomerado normativo 
sobre determinado aspecto. 
 
La RAE (2014) define la palabra dogma como aquella “Proposición tenida 




Por lo anterior, podemos dar por sentado que, bajo este enfoque, lo que se 
pretende es establecer un concepto de contrato de obra pública que 
responda a este parámetro de la certeza, el cual sea tan claro al 
entendimiento del intérprete que no admita una tesis en contrario y pueda 
darse por innegable la proposición jurídica a la que se llegue.  
 
Más precisamente, menciona NÚÑEZ (2014) sobre la dogmática aplicada al 
campo jurídico, que: 
 
(…) hace referencia a la tesis según la cual para identificar el 
contenido del derecho es necesario recurrir a los valores y principios 
morales. No es, por supuesto, que cada uno de los dogmáticos deba 
emplear su propia moral individual para establecer el contenido del 
derecho, sino que debe emplear la moral positivizada o en la que se 
inspira el ordenamiento, cuando no la moral objetivamente correcta 
(p. 257). 
 
Bajo este enfoque, se efectuará la construcción de un concepto de contrato 
de obra pública desde los principios y fines que inspiran nuestro 
ordenamiento jurídico actual, que como bien se sabe se encuentran 
consagrados en nuestra Constitución (1991). 
 
4. CONCEPCIÓN NORMATIVA DEL CONTRATO DE OBRA PÚBLICA 
 
Como se puede extraer de lo antes mencionado, el contrato de obra pública 
encuentra un sustento constitucional que lo reviste de gran importancia para 
nuestra sociedad, pues a través del mismo se encausan y materializan 
muchos de los fines esenciales del Estado social de derecho, por lo cual 
resulta necesario analizar la normatividad que se ha trazado alrededor de 
este contrato para poder identificar los elementos que lo componen y en 
15 
 
consecuencia proponer una conceptualización de este contrato que facilite 
su entendimiento y aplicación.  
 
Inicialmente, encontramos que la actividad contractual del Estado se 
encuentra regida en gran parte por la Ley 80 de 1993, “Por la cual se expide 
el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública”, sin 
embargo, para tener un acercamiento más estrecho a la definición de 
contrato de obra pública, es necesario remitirnos a los orígenes de esta en 
nuestro ordenamiento jurídico, que es precisamente la Ley 57 de 1887, 
nuestro actual Código Civil. 
 
El contrato de obra se encuentra regulado del artículo 2053 al 2062 del 
Código Civil (1887), que hacen parte del Capítulo VIII, “De los contratos para 
la confesión de una obra material” del Título XXVI. 
 
El primer acercamiento conceptual desde el ámbito civil, aunque con ciertas 
imprecisiones, lo proporciona el artículo 2060 del compendio normativo civil, 
según el cual se entiende que son “(…) contratos para construcción de 
edifico, celebrados con un empresario que se encarga de toda la obra por un 
precio prefijado (…)”. 
 
De manera inicial podemos decir que la concepción del Código Civil sobre el 
contrato de obra se queda un poco corta frente a la aplicabilidad que ha 
tenido fácticamente, pues este tipo de contratos no solo es utilizado para la 
construcción de edificios propiamente hablando, sino también para la 
construcción de otro tipo de estructuras como escaleras, estatuas y una gran 
variedad de bienes muebles o inmuebles. 
 
Ahora bien, en cuanto a la normatividad especial que regula el contrato de 
obra pública encontramos que es necesario analizar no solo la Ley 80 de 
1993, sino también las otras normatividades que tengan cierta conexidad con 
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la primera, pues según mencionan DÍAZ y RIAÑO (2012), la actividad 
contractual, que es uno de los mecanismos fundamentales para la 
materialización de los fines esenciales del Estado social de derecho, se 
encuentra regido no solo por la Ley 80 de 1993, sino también por otras 
normas como la Ley 1150 de 2007 y el Decreto 734 de 2012. 
 
Así las cosas, en cuanto al Estatuto General de Contratación de la 
Administración Pública el legislador estableció una definición de contrato 
administrativo, entendiéndolo como “(…) todos los actos jurídicos 
generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el 
presente estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones 
especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad (…)” (art. 
32). 
 
Igualmente, este mismo artículo consagra una serie de definiciones de 
algunas tipologías contractuales de carácter público, mencionando en su 
inciso primero que el contrato de obra pública, son aquellos “(…) que 
celebren las entidades estatales para la construcción, mantenimiento, 
instalación y, en general, para la realización de cualquier otro trabajo material 
sobre bienes inmuebles, cualquiera que sea la modalidad de ejecución y 
pago”. 
 
Ahora bien, en cuanto a la Ley 1150 de 2007 encontramos que también 
consagra algunos postulados relevantes para entender a cabalidad la noción 
de contrato de obra pública y la forma en que este debe entenderse desde 
un punto de vista legal. 
 
El artículo 2° de la precitada norma, que regula la forma en que se deben 
seleccionar los contratistas que vayan a trabajar con el Estado, establece en 





Se exceptúan los contratos de obra, suministro, prestación de 
servicios de evaluación de conformidad respecto de las normas o 
reglamentos técnicos, encargos fiduciarios y fiducia pública cuando 
las instituciones de educación superior públicas o las Sociedades de 
Economía Mixta con participación mayoritaria del Estado, o las 
personas jurídicas sin ánimo de lucro conformadas por la asociación 
de entidades públicas, o las federaciones de entidades territoriales 
sean las ejecutoras. Estos contratos podrán ser ejecutados por 
las mismas, siempre que participen en procesos de licitación 
pública o contratación abreviada de acuerdo con lo dispuesto por 
los numerales 1 y 2 del presente artículo (Ley 1150 de 2007) 
(resaltado fuera de texto original). 
 
Estos referentes normativos nos permiten extraer una característica propia 
de los contratos de obra pública, y es que en estos, en cuanto a la elección 
del contratista, nunca se podrá hacer uso de la modalidad de contratación 
directa, concurso de méritos o contratación por mínima cuantía, sino única y 
exclusivamente bajo la modalidad de licitación pública o contratación 
abreviada.  
 
Por otra parte, en cuanto al Decreto 734 de 2012, también se pueden extraer 
algunas características que brinden más claridad al entendimiento sobre una 
correcta interpretación del significado de obra pública. 
 
En particular, el artículo 8.1.19, consagra que “Las entidades publicarán en 
el Secop anualmente, a más tardar el 31 de enero de cada vigencia fiscal, el 
respectivo plan de adquisiciones de bienes, servicios y obra pública” 




El Servicio Electrónico de Contratación Pública, más conocido como 
SECOP, podría decirse que es un sistema que opera a través de un dominio 
web en el internet, en donde se encuentran colgados la mayor parte de las 
actuaciones contractuales que despliega el Estado. 
 
Bajo este enfoque, teniendo en cuenta lo consagrado en el artículo 8.1.19 
del Decreto 734 de 2012, puede claramente deducirse que uno de los 
grandes derroteros de la contratación pública es dar publicidad a sus 
actuaciones, lo que también incluye a los contratos de obra pública que, 
como bien se ha decantado, son fundamentales para la consecución de los 
fines esenciales del Estado social de derecho.  
 
Otra norma que también contiene ingredientes de gran utilidad para lograr 
una definición correcta y un poco más completa sobre contrato de obra 
pública lo encontramos en el Decreto 1510 de 2013, “Por el cual se 
reglamenta el sistema de compras y contratación pública”, el cual consagra 
en su artículo 18, modificado por el Decreto 791 de 2014, que el interesado 
en contratar con el Estado deberá cumplir una serie de requisitos 
relacionados con la capacidad residual5. 
                                                          
5 El interesado en celebrar contratos de obra con Entidades Estatales debe acreditar su 
Capacidad Residual o K de Contratación para lo cual debe presentar los siguientes 
documentos: 1. La lista de los contratos en ejecución suscritos con Entidades Estatales y 
con entidades privadas para ejecutar obras civiles, así como el valor y plazo de tales 
contratos, incluyendo los contratos de concesión y los contratos de obra suscritos con 
concesionarios. 2. La lista de los contratos en ejecución, suscritos por sociedades, 
consorcios o uniones temporales, en los cuales el proponente tenga participación, con 
Entidades Estatales y con entidades privadas para ejecutar obras civiles, así como el valor 
y plazo de tales contratos, incluyendo los contratos de concesión y los contratos de obra 
suscritos con concesionarios. 3. Los estados financieros auditados de los últimos dos (2) 
años, suscritos por el interesado o su representante legal y el revisor fiscal, si está obligado 
a tenerlo, o el auditor o contador si no está obligado a tener revisor fiscal, que deben tener 
el estado de resultados y el balance general. Si el interesado tiene menos de dos (2) años 
de constituido, los estados financieros deben cubrir el término desde la fecha de su 
constitución hasta la fecha de corte mensual inmediatamente anterior a la presentación de 
los mismos. La Entidad Estatal debe calcular la Capacidad Residual exigida para cada año 
de ejecución del contrato objeto del Proceso de Contratación, de acuerdo con la metodología 
que defina Colombia Compra Eficiente. Para el efecto, debe tener en cuenta la utilidad 
operacional antes de intereses, impuestos, depreciación y amortización, las inversiones en 
activos fijos y las inversiones en capital de trabajo neto operativo. Así mismo, la Entidad 
Estatal debe considerar los saldos de los contratos que deban ejecutarse durante el año de 
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Estos postulados normativos nos permiten comprender con mayor claridad 
las nociones normativas que contempla nuestro ordenamiento jurídico 
alrededor del contrato de obra pública, los cuales serán de gran utilidad para 
la proposición de una noción jurídica que permita dar nuevas luces al 
entendimiento. 
 
No obstante, cabe advertir la verificación de las normas anteriormente 
mencionadas (Decretos 734 de 2012 y 1510 de 2013) en cuanto a su ámbito 
actual de aplicación, que si bien son útiles a la hora de emitir un concepto de 
contrato de obra pública, se debe tener presente su vigencia en la línea del 
tiempo, anotando así sus modificaciones, siendo el Decreto 791 de 2012 
primeramente derogado por el Decreto 1510 de 2013, y posteriormente este 
derogado por el Decreto 1082 de 2015.  
 
Puntualmente al caso que nos atañe en los parámetros de la contratación 
pública, resalta la modificación presentada al art. 18 del Decreto 1510 en 
cuanto a los requisitos señalados como la capacidad residual para la 
celebración de un contrato de obra pública con el Estado, entendiéndose por 
vigente el Decreto 1082, art. 2.2.1.1.1.6.4. 
 
5. NOCIÓN DE CONTRATO DE OBRA PÚBLICA EN EL CONSEJO DE 
ESTADO Y LA CORTE CONSTITUCIONAL  
 
Ahora bien, resulta pertinente abordar los desarrollos jurisprudenciales que 
se han efectuado en el seno del Consejo de Estado, identificando 
                                                          
cálculo de la Capacidad Residual. La Entidad Estatal debe determinar en los pliegos de 
condiciones la Capacidad Residual para cada Proceso de Contratación de obra pública, 
teniendo en cuenta el tipo de obra, el valor y la vigencia del contrato y su cronograma de 
pagos, de acuerdo con la metodología que defina Colombia Compra Eficiente. El manual 
que contenga la metodología de cálculo de la Capacidad Residual, debe contener también 
la forma como los proponentes deben acreditar la información a la que se refieren los 
numerales 1 y 2 del presente artículo y garantizar que es cierta, o alternativamente utilizar 
los índices que corresponda para proyectar los ingresos y egresos derivados de los 




particularmente aquellas nociones que puedan ser útiles para la 
configuración de un concepto adecuado sobre el contrato de obra pública. 
 
Además, cabe resaltar que la jurisprudencia guarda estrecha relación con la 
doctrina jurídica, pues en múltiples ocasiones la primera acude a la segunda 
para el desarrollo de teorías que permitan dar solución a casos en concreto. 
 
Así las cosas, encontramos que el Consejo de Estado (2018), en el desarrollo 
de sus conceptos, ha abordado la naturaleza jurídica del contrato de obra 
pública y los límites que sobre el mismo se hayan presentes en el espíritu 
del legislador, pues al analizar la definición objeto de estudio, consagrada en 
el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, manifestó que: 
 
Con esta definición, el legislador limitó la naturaleza de los contratos 
de obra a las actividades de trabajos materiales exclusivamente 
sobre bienes inmuebles, independientemente de su modalidad de 
ejecución y pago. De esta forma, acogió la posición de una parte de 
la doctrina y del derecho comparado, que vinculan la tipificación del 
contrato de obra a aquellas actividades realizadas sobre bienes 
inmuebles.  
 
Lo anterior cobra vital relevancia para la precisión conceptual del contrato de 
obra pública, pues con esto queda claro que la aplicación y/o utilización de 
estos contratos se encuentra restringida exclusivamente a los casos en que 
se requiera construcción o modificación sobre bienes inmuebles, lo  que 
permite delimitar una diferencia con la concepción que se tiene sobre este 
contrato en el ámbito civil, en donde no solo es utilizado este mecanismo 
cuando la obra contratada recaiga sobre un bien inmueble, sino que, en la 




Por otra parte, en cuanto a la aplicabilidad del contrato de obra pública para 
entidades públicas sometidas a un régimen contractual diferente, verbigracia 
las empresas industriales y comerciales del Estado, encontramos que el 
legislador las dotó de un régimen contractual especial ceñido al derecho 
privado, sin embargo esto no impide la utilización de la modalidad del 
contrato de obra regido por las normas del derecho público.  
 
Al respecto, mencionó el Consejo de Estado (2015) que:  
 
“Son contratos de obra los que celebren las entidades estatales para 
la construcción, mantenimiento, instalación y, en general, para la 
realización de cualquier otro trabajo material sobre bienes 
inmuebles, cualquiera que sea la modalidad de ejecución y pago.” 
Sin embargo, el artículo 93 de la Ley 489 de 1998, acogió el régimen 
exceptivo del derecho privado para los contratos de la empresa 
industrial y comercial del estado (EICE), de acuerdo con su 
actividad, por manera que el contrato de obra pudo celebrarse por 
el régimen del derecho privado, en cuanto correspondiera al 
desarrollo de la actividad propia de la empresa contratante, así: Ley 
489 de 1998, Artículo 93. Régimen de los actos y contratos.  
 
Los actos que expidan las empresas industriales y comerciales del 
Estado para el desarrollo de su actividad propia, industrial o 
comercial o de gestión económica se sujetarán a las disposiciones 
del Derecho Privado. Los contratos que celebren para el 
cumplimiento de su objeto se sujetarán a las disposiciones del 
Estatuto General de Contratación de las entidades estatales (p. 17). 
 
Lo anterior nos permite inferir que, en el caso de que una empresa industrial 
y comercial del Estado quiera hacer uso y aplicabilidad de la normatividad 
privada para la contratación de una obra podrá hacerlo, únicamente si la 
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labor contratada responde a la actividad económica propia de la empresa, 
de lo contrario deberá regirse a las normas propias del derecho 
administrativo. 
 
Desde otra perspectiva, más ceñida a la cláusula constitucional de 
responsabilidad estatal (Const. Pol., art. 90), encontramos que, si bien esta 
aplica cuando se genera el despliegue de una acción o se omite alguna 
situación que termina ocasionando un perjuicio, lo que supone única 
conducta directa de la administración, según el Consejo de Estado (2007) 
esta también opera cuando el Estado, a través de la contratación de una obra 
le ocasiona perjuicios no solo a terceros ajenos de la obra, sino también a 
los ejecutores mismos de la construcción, debido a su calidad de dueño de 
lo contratado, lo que tiene especial relevancia, habida cuenta que, para el 
ideario general de los intérpretes jurídicos, el contratista que ocasiona un 
perjuicio a alguno de sus trabajadores contratados para la construcción de la 
obra es quien debe acarrear con las consecuencias de sus actuaciones, sin 
embargo este nuevo escenario plantea que las reclamaciones puedan 
dirigirse directamente a la persona jurídica que esté representando al Estado, 
ya sea la Nación, algún departamento o municipio. 
 
El hecho de que las demandas de reparación directa (en el evento atrás 
planteado) puedan dirigirse al Estado genera mayor seguridad para los 
intereses de los administrados, pues es bien sabido que en la mayoría de los 
casos el Estado tiene más capacidad económica en contraste con el 
contratista de la obra, lo que implica una mayor posibilidad de percibir una 
indemnización pronta y efectiva de los perjuicios ocasionados.  
 
Ahora bien, ya haciendo referencia a la jurisprudencia trazada por la Corte 
Constitucional, se encuentra que otro aspecto que merece ser traído a 
colación es sobre la duda que existe frente a si cualquier obra que sea 
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contratada por la administración se entenderá bajo los lineamientos 
normativos del contrato de obra pública. 
 
Frente a esta dubitación, podemos de entrada afirmar que no todas las 
entidades que pertenecen a la administración, solo por este hecho, están 
sujetas a aplicar la normatividad contencioso administrativa, pues existen 
algunas entidades que, a pesar de ser de carácter estatal, están sometidas 
a un régimen contractual especial, como acontece con los establecimientos 
universitarios, los cuales de conformidad con el artículo 93 de la Ley por la 
cual se organiza el servicio público de educación superior, se regirán por las 
normas aplicables al derecho privado (Ley 30 de 1992). 
 
Sin embargo, la duda subsiste en el caso de las otras entidades que estén 
sometidas al régimen general de contratación pública (Ley 80 de 1993) sin 
ninguna excepción especial frente a la normatividad contractual aplicable.  
 
Esta incógnita es resuelta por la Corte Constitucional (2008) en la Sentencia 
C-1153, en donde este honorable cuerpo colegiado manifestó que el espíritu 
del legislador, a la hora de establecer una definición para el contrato de obra, 
lo hizo partiendo de un elemento subjetivo, o sea aludiendo a la calidad de 
las partes que celebran el contrato, indicando que el elemento característico 
para que se entienda que se está frente a un contrato de obra pública es que 
alguna de las partes contractuales sea una entidad de carácter estatal.  
 
La anterior manifestación, efectuada por nuestra máxime intérprete de la 
Constitución (1991), deja claro que todo contrato que implique la ejecución 
de una construcción o la reparación de bienes inmuebles de alguna entidad 
pública se entenderá pactado bajo los términos normativos aplicables a los 
contratos de obra pública, siendo procedente la utilización de la normatividad 





Ahora bien, esta sentencia referenciada también nos permite extraer otro 
elemento importante para la proposición de un concepto más claro y preciso 
sobre el contrato de obra pública, y es que precisamente el artículo 5° de la 
Ley 1106 de 2006, que es la norma objeto de estudio en la Sentencia C- 
1153 (Corte Constitucional, 2008), establece un impuesto adicional a los 
contribuyentes sobre la renta que celebren un contrato de obra pública. 
 
La duda se genera frente al hecho de si una empresa sometida al régimen 
contractual privado que celebre un contrato de obra bajo las condiciones del 
Código Civil debe o no pagar este impuesto, aspecto frente al cual la Corte 
Constitucional (2008) manifestó que, a pesar de que hayan entidades del 
sector público que estén sometidas a un régimen contractual excepcional al 
Estatuto General de Contratación Pública, esta situación no lo exime del 
pago de este impuesto, pues el espíritu del legislador, según recordó este 
honorable tribunal, quiso imponer este gravamen económico a los 
contribuyentes que celebraran contrato de obra con el Estado, 
indistintamente de si el mismo se hacía abajo la rúbrica del contrato de obra 
pública o civil, lo que deja claro que todo contrato de obra celebrado con una 
entidad del Estado se encuentra grabado con el pago de un impuesto que en 
los términos de la Ley 1106 de 2006, es del 5% del valor total contratado. 
 
6. NOCIÓN DOCTRINAL SOBRE EL CONCEPTO DE CONTRATO DE 
OBRA PÚBLICA  
 
Para proponer una definición de contrato de obra pública que responda a las 
concepciones académicas actuales es de suma importancia echar un vistazo 
somero a las conceptualizaciones que académicos y doctrinantes haya 




En primer lugar, mencionan DÍAZ y RIAÑO (2012) que el contrato de obra 
pública es aquel que se efectúa en bienes inmuebles de la administración, el 
cual, por regla general, es de amplia durabilidad y se ejecuta por partes.  
 
Nótese como esta concepción se limita exclusivamente a informar que este 
tipo de contratos recaen sobre bienes inmuebles de la administración, lo cual, 
si bien es cierto, no permite vislumbrar desde ningún punto de vista el 
verdadero alcance de este contrato. 
 
Otra definición que puede ser referida, es la dada por ARCE (2003), quien 
expresó que este contrato es un acto jurídico de la administración, según el 
cual una persona se obliga con la administración para efectuar la 
construcción de una obra material. 
 
Esta definición igualmente adolece de algunas imprecisiones, pues si bien 
existe una obligación por parte del contratista que construye una obra para 
el Estado, este último también se obliga a cumplir con ciertas obligaciones, 
es decir que existe una bilateralidad obligacional entre las partes. 
 
Por último, otra definición que ofrecen los académicos peruanos a la hora de 
intentar conceptualizar el contrato de obra pública es que este, según lo 
expresan CAMPOS e HINESTROZA (2008), es aquel en el cual determinado 
contratista se obliga a construir o realizar alguna obra específica, en donde 
el comitente, es decir, quien encarga la construcción o ejecución de la labor, 
se obliga a pagar una retribución. 
 
Como se puede evidenciar, si bien existen múltiples definiciones del contrato 
de obra pública estructuradas por la comunidad académica, incluso en otros 
países latinoamericanos, estas no contemplan una generalidad de aspectos 
integrantes de la noción de contrato de obra pública, pues las que se 
encuentran (como las previamente citadas) abordan uno o máximos dos 
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aspectos o características de los contratos de obra pública, lo que sigue 
generando grandes lagunas en el ideario de los intérpretes jurídicos y de las 
personas en general, pues la falta de precisión conceptual y lo poco 
completas que son, impiden que se logre una adecuada comprensión de las 




En consecuencia, cabe deducir que algunos de los problemas que afrontan 
los operadores jurídicos actualmente son ocasionados por la existencia de 
múltiples interpretaciones normativas y el exceso de estas, ya que en 
ocasiones no son tan fáciles de aclarar en contratos de obra pública. 
 
Por una parte, responde a la costumbre que se ha arraigado en Colombia 
según la cual toda situación presentada en el país debe ser regulada por la 
ley, lo que ha llevado a una excesiva producción normativa que ha dificultado 
la labor interpretativa frente a los postulados legales. 
 
Todos los anteriores referentes normativos, jurisprudenciales, doctrinales y 
etimológicos permiten la construcción de un concepto de contrato de obra 
pública que sea más integral y completo en relación con el consagrado por 
el legislador en la Ley 80 de 1993. 
 
Así las cosas, podemos definir el contrato de obra pública como aquella 
manifestación de la voluntad de una entidad de la administración, y un 
particular u otra entidad pública generadora de obligaciones reciprocas, en 
el cual se pacta, por determinado tiempo, la construcción, mantenimiento, 
instalación y/o cualquier otro trabajo material que recaiga sobre una obra de 
interés social, o sobre un bien inmueble que sea propiedad del Estado, en 
donde la selección del contratista se efectuará, por regla general, bajo la 
modalidad de selección de licitación pública o contratación abreviada, en 
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donde se debe garantizar la publicidad de los actos contractuales bajo el 
cumplimiento de ciertos requisitos expresamente señalados por el legislador, 
el cual también va a estar sujeto al pago del impuesto del 5% del valor total 
contratado, ya sea que el contrato se rija por el derecho público o por el 
derecho privado. 
 
Por consiguiente, este artículo pretende un acercamiento conceptual a la 
noción de contrato de obra pública, para poder enmarcar una serie de 
parámetros y/o características que permitan entender con mayor claridad 
este tipo de actos jurídicos, buscando que los intérpretes de la norma tengan 
más claridad y precisión sobre la forma en que se concibe esta tipología de 
contratos estatales y puedan llegar a interpretaciones jurídicas cargadas con 
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